PROYECTO DE SOLICITUD DE INFORMES


La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

RESUELVE



Dirigirse al Poder Ejecutivo para que por intermedio del Ministerio de Seguridad o el organismo que determine, informe por escrito y en forma urgente, sobre las siguientes cuestiones relacionadas con los antecedentes del recientemente nombrado jefe de la Policía Bonaerense, Daniel Alejandro Salcedo.



1.-Si el Poder Ejecutivo estaba en conocimiento del episodio en el que se viera involucrado el actual jefe de la policía, que diera como saldo dramático la muerte del niño de 9 años, Martín Gabriel Rodríguez, quien fuera atropellado el 29 de mayo de 1987 por un auto Renault 12 verde conducido por el citado funcionario, en Castelar, partido de Morón.


2.-Si se analizaron la documentación  de los dos procesos judiciales, el penal y el civil, donde Salcedo fue sobreseído provisionalmente en el primero y responsable en el segundo.



3.-Si se tuvo en cuenta la serie de irregularidades que fuera marcada por el juez actuante en la causa civil número 97428/88, “Camuso de Florio Alcira Patricia contra Salcedo, Daniel Alejandro sobre daños y perjuicios”, Dr. Horacio Maderna Etchegaray, quien no sólo encontró en un 70% responsable al actual jefe policial de los hechos, sino que además señala el mal desempeño de los funcionarios actuantes  durante las pericias, efectuadas por subalternos del entonces joven oficial de la seccional 7ª de Morón, el ocultamiento de que en el vehículo viajaba también una joven, que el coche le haya sido restituido el mismo día del “accidente”, tomándose las placas fotográficas después de dicha entrega al día siguiente del hecho.


4.-Si se tuvo en cuenta que la víctima era hijo de una ex detenida desaparecida, la que se encontraba embarazada de Martín Gabriel, y que su padre Ernesto Gabriel Rodríguez fuera fusilado en un operativo en el fondo de su casa a la edad de 20 años.
FUNDAMENTOS



Este hecho que tomara estado público a través de una investigación realizada por el periodista Carlos Romero y publicada en el último número de Veintitrés, no debe ser pasada por alto por el Ejecutivo Bonaerense. 


Ya son innumerables los hechos aberrantes de los cuales son responsables los integrantes de la Policía Bonaerense. Y también es un retroceso, que la misma nuevamente sea conducida por un miembro de sus filas.


En la demanda realizada por la madre de Martín Gabriel, acusa a Daniel Alejandro Salcedo de haber cruzado un semáforo en rojo y de conducir a alta velocidad al momento del hecho. El policía da otra versión, como siempre sucede en los “asesinatos de tránsito”, como bien definen las Madres del Dolor. 


De nada valieron las  declaraciones de los escasos testigos que se presentaron a dar su testimonio. Entre ellos el de dos vecinos quienes manifiestan que “el conductor del Renault 12 se baja del vehículo y se pone a hablar con los policías. Una chica que lo acompañaba se va con él. La chica se veía muy nerviosa, en cambio el conductor del vehículo sonreía como si no hubiese pasado nada”, agregando que “al vehículo le falta algo en la parte delantera, que uno de los policías con una linterna fue al lugar del hecho con el conductor, desconociendo si fueron para ver el lugar o a buscar el faltante del vehículo”. El otro testigo manifiesta “que notó que le faltaba la uña delantera del lado del volante, que este señor estaba muy tranquilo y risueño pero que su acompañante estaba muy nerviosa”, “que antes de irse fueron al lugar con una linterna aparentemente buscando la uña del coche”.


Asimismo, como sigue la crónica de Veintitrés, el juez civil se mostró “sorprendido por lo que testimonian ambos testigos respecto del estado de no tristeza del demandado luego de producirse el desgraciado accidente que provocó el fallecimiento”.



Un punto no menor es la historia tanto de la víctima como de sus padres, uno fusilado por la sangrienta dictadura y la otra secuestrada, torturada, incluso con simulacros de fusilamiento, cautiva tres meses en una comisaría de Ramos Mejía y trasladada dos veces a una unidad militar del Ejército en Ciudadela, blanqueada posteriormente y trasladada al penal de Villa Devoto, con su hijo nacido en cautiverio y separada de su hija que al momento de su detención tenía nueve meses. Al ser dejada en libertad en 1978, viaja con sus hijos a Colombia y luego a México, retornando al país en febrero de 1984, para que a escasos tres años, un miembro de la bonaerense sesgue la vida de Martín Gabriel.


Apelamos por todo lo expuesto al Ejecutivo Bonaerense, parte de un gobierno que se declama defensor de los Derechos Humanos, a reveer este nombramiento.


En un país y en una provincia, donde el más alto índice de muertes es por este tipo de hechos, donde tenemos el nefasto privilegio de encabezar el ranking internacional de víctimas de los mal llamados accidentes de tránsito, estamos absolutamente seguros que esta designación habla muy mal de la elección hecha por las autoridades provinciales. 



Si a ello agregamos las heridas abiertas por los TREINTA MIL Compañeras y C
ompañeros desaparecidos por la negra dictadura, y el dolor de aquellos que fueran perseguidos pero que aun conservan la vida, más la lucha de todos los organismos de derechos humanos que exigen verdad y justicia, esta designación es imperdonable.



Es por todo lo expuesto, que solicitamos a los señores legisladores que acompañen el presente proyecto.

